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				PREFACIO

				El estudio de la administración virreinal en Hispanoamérica es y ha sido uno de los grandes temas de la historiografía colonial desde hace más de una centuria. Desde que Lillian Estelle Fisher publicó en 1926 la primera obra de referencia sobre la administración virreinal,[1] la investigación internacional continuó de forma intermitente ocupándose de los virreyes en general, o de uno de los cuatro virreinatos, o bien de cada uno de los virreyes en monografías y ediciones de fuentes o artículos de revistas. En el caso de México, a mediados de los años cincuenta Jorge Ignacio Rubio Mañé empezó a publicar una serie de estudios que más tarde se reunieron en una edición conjunta,[2] por no mencionar la publicación de fuentes individuales o referentes a determinados sucesos en el Boletín del Archivo General de México.[3] En los setentas Lewis Hanke y Celso Rodríguez publicaron varias obras sobre fuentes virreinales editando después la serie de instrucciones a y de los virreyes de la casa de Habsburgo.[4]

				Paralelamente se han publicado —y continúan hasta ahora— fuentes y estudios, cuya referencia desbordaría con mucho el ámbito de un prefacio.

				Lo que en cambio vale la pena destacar es que durante mucho tiempo estos estudios se centraron, sobre todo, en fuentes legales provenientes tanto de archivos españoles como americanos y en la correspondencia de esos representantes del monarca en América; pretendían interpretar el carácter de la administración americana o rastrear la política de estos gobernantes, los conflictos en que se vieron respectivamente envueltos o el funcionamiento de su corte.[5]

				Poco a poco, el curso de estos estudios se abrió a todos los aspectos de la gestión de los virreyes como representantes del rey, como gobernadores, capitanes generales y presidentes de las audiencias correspondientes a la vida cortesana: el ceremonial que tenían que observar, su relación con la corte del rey, su política de intervención o colaboración con otras instituciones del virreinato u oficinas administrativas, y su obligación de rendir cuentas al final de su mandato mediante el juicio de residencia, particularidad de los virreyes americanos. En resumen, se podría decir que la abrumadora mayoría de los estudios se ocupa de los virreyes como gobernantes con un marco de actuación más o menos bien establecido, o en curso de modificación política desde la metrópoli. A pesar de que los recientes estudios se ha enfocado en los virreinatos de manera más amplia en el contexto general de la monarquía española,[6] incluyendo a la monarquía portuguesa,[7] éstos han quedado sin una investigación exhaustiva o explicación suficiente. En este contexto, consideramos de especial interés dos cuestiones importantes: primera, la función y el papel de los virreyes en la corte del rey, y segunda, la construcción y extensión de la autoridad de los virreyes, especialmente en los virreinatos americanos, en donde se establecieron después de un proceso de conquista y no por herencia dinástica de un territorio. Mientras la primera de estas cuestiones empieza a discutirse, como puede deducirse de los estudios citados en la nota 6, para entender más a fondo la segunda cuestión hay que acudir al estudio de la profesora Semboloni, quien prologa este prefacio.

				Sirviéndose del hecho de que la documentación virreinal mexicana se conservó casi íntegra hasta la actualidad y acudiendo al instrumento metodológico de la geografía histórica y de la distribución etnológica, la autora persigue a lo largo del siglo XVI a los personajes con los cuales interactúa cada virrey, ya sean señores o cabildos indígenas, autoridades o individuos españoles, e indaga de qué manera o relativo a qué temas o problemas ocurre aquella relación. Ordena cronológica y geográficamente esos testimonios de interacción y logra identificar el carácter de los individuos con los cuales cada virrey interactuó. La autora consigue dibujar mapas que muestran el espacio en el cual cada virrey logró extender su autoridad y mando: mapas que, en suma, van ilustrando el lento proceso de la expansión de la autoridad virreinal sobre el territorio que suele describirse como virreinato de la Nueva España. La profesora Semboloni concluye que a fines del siglo XVI, después de haberse fijado definitivamente el puerto de Acapulco como punto de salida y de retorno de la Nao de China, el segundo de los Velasco logra consolidar la autoridad en el marco de este amplísimo espacio del virreinato novohispano: por otra parte, nunca territorialmente definido salvo por la línea del Istmo de Panamá, que lo separa del ámbito de mando del virrey del Perú.

				Además de introducir una nueva metodología en el estudio de los virreyes, la autora cuestiona de forma implícita la interminable serie de estudios acerca de la política metropolitana que sacan conclusiones con base en las leyes y los reglamentos emanados de la metrópoli, y que cuestionan hasta el significado de la actitud legisladora metropolitana. El caso de la aplicación de las Leyes Nuevas de 1542-1543 quizás sea el ejemplo más importante al respecto, y probablemente requiera una revisión frente al problema relacionado con la autoridad de mando de los virreyes. Junto con los estudios recientes sobre el papel de los indígenas en el proceso de colonización imperial[8] en la línea política de Carlos V del Plus Ultra, el estudio de la doctora Semboloni contribuye en mucho a aclarar estas estructuras imperiales in situ, después del largo predominio de estudios sobre las teorías y las simbologías imperiales.

				La aplicación de la metodología desarrollada por la autora promete también avances de conocimiento para épocas posteriores y otros áreas de interés, como el campo de los estudios sobre las fronteras o el de los desarrollos de identidades propias.[9] En definitiva, la metodología aplicada podría aportar mucho para el gran tema de las reformas borbónicas ya que, al fin y al cabo, al igual que la introducción de la institución virreinal desde la antigua capital azteca, también las reformas borbónicas se empezaban a implantar desde esta misma metrópoli virreinal, redefiniendo poco a poco la autoridad de los virreyes. Como aquellas reformas nunca lograron organizar con impacto duradero las zonas fronterizas, el enfoque metodológico de la doctora Semboloni puede contribuir, inclusive, a profundizar el conocimiento del principal aporte latinoamericano al derecho internacional después de la Independencia, a saber, el principio del uti possidetis.[10] Como bien se sabe, este principio no solamente tuvo enorme importancia en el reconocimiento de los estados independientes latinoamericanos, sino también en la larga serie de conflictos fronterizos entre los estados del continente americano.

				Por un estudio tan inspirador para tantos temas y problemas de la historia de América, no solamente hay que felicitar a la autora, sino también al doctor Andrés Lira, quien dirigió este trabajo con pericia y paciencia.

				DR. HORST PIETSCHMANN

				Universidad de Hamburgo
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			  INTRODUCCIÓN

				Nuestro estudio tiene el propósito de mostrar la construcción dialéctica de la institución virreinal y del orden político colonial a través de las acciones cotidianas de los virreyes en la Nueva España. El proceso comprende desde el establecimiento de la institución virreinal en los nuevos territorios hasta su consolidación como fuente de poder real hacia fines del siglo XVI. La hipótesis central que motivó este trabajo fue que las actividades cotidianas del virrey sentaron las bases jurídicas y delinearon las materias de su competencia, al tiempo que la incidencia y expansión de aquéllas, durante la segunda mitad del siglo XVI, definieron el espacio físico de actuación y el asentamiento de un orden político.

				Antes de entrar en el tema de fondo es necesario, con el fin de situar el contexto histórico, esbozar una panorámica de las aportaciones que diferentes autores han propuesto para fundamentar el análisis. El detonador de esta investigación fue el artículo “La actividad jurisdiccional del virrey y el carácter judicial del gobierno novohispano en su fase formativa” del historiador Andrés Lira González,[1] trabajo que ha revelado la importancia de los documentos emitidos por el virrey, no sólo para la labor de gobierno, sino también como acciones propias de justicia. Ese estudio monográfico despertó la curiosidad por entender el papel que jugaba la institución virreinal en la función de gobierno, y si era posible medir y analizar ésta a través de las acciones cotidianas registradas en los libros de gobierno. El paso siguiente fue acudir a la primera recopilación de esos documentos, hecha por Peter Gerhard, quien había encontrado libros de gobierno completos en las bibliotecas del Congreso en Washington y New Berry en Chicago, y había publicado un índice de los mandamientos.[2] El estudio de Gerhard ha sido fundamental para construir el análisis histórico y jurídico de esta investigación, así como su manifestación concreta en el espacio territorial. Habida cuenta de la importancia de los trabajos que motivaron este análisis, se presenta a continuación un resumen general de las aportaciones de la historiografía actual sobre el tema, organizado de acuerdo con dos vertientes; para la demarcación y justificación jurídica, se han considerado los supuestos de la teoría general, en tanto para el enfoque metodológico se apela a la historia jurisdiccional con su metodología y a los estudios monográficos que nacen de la teoría general.

				El primer caso se sustenta en la escuela italiana de los estudios del derecho moderno, corriente que vive actualmente un momento de gran fervor; particularmente se citan aquí los trabajos de Paolo Grossi[3] y Maurizio Fioravanti. La escuela italiana[4] se nutre y dialoga con la corriente alemana, como se puede encontrar en la síntesis del trabajo de Sandro Chignola,[5] autor que destaca el enfoque metodológico y se remite al debate abierto acerca de qué es la historia, cómo hacer historia y la historiografía existente: “La historia se convierte en representable sólo en la medida en que la experiencia histórica ya esté conceptualizada y esté, por tanto, disponible en los testimonios y los documentos”.[6] Aunque en ese ensayo historiográfico se validan los fundamentos del modelo weberiano[7] para el análisis jurídico-político de la época “antigua”, se muestra también que esa visión es superada en el estudio de los conceptos del Estado contemporáneo, con la nueva escuela alemana apegada al modelo de Reinhart Koselleck.[8] El mayor aporte de esta última se debe a Otto Hintze,[9] releído y retomado por Schiera[10] y Duso,[11] quienes a su vez alimentan la nueva propuesta metodológica italiana.

				Otra problemática relevante ha sido el uso del concepto jurídico del territorio en estudio, debido a la concepción del derecho prevaleciente en el siglo XVI; en este caso se ha subrayado que la concepción de

				la jurisdicción ordinaria adhiriendo al territorio estaba, en consecuencia, directamente ligada al proceso de territorialización del poder, de tal suerte, entonces, que los vínculos de potestas entre el príncipe —de quien fluía la jurisdicción— y sus súbditos dejaban de estar determinados exclusivamente por las relaciones directas y personales que podían establecerse entre ellos en función, por ejemplo, de la reciprocidad derivada de la amistad política y de sus dispositivos de afianzamientos del poder […].[12]

				Por ende, la génesis de una jurisdicción ligada al territorio obligaba necesariamente al examen de la naturaleza y diseño del cauce y curso de ésa por parte de quien la poseía ab origo y la comunicaba a sus magistrados para que la ejercieran, actualizándola en las Indias, sobre los pueblos que habitaban en su territorio. Ese diseño se convirtió, a la postre, en una estrategia del poder político y en la consecuencia lógica de la configuración institucional de una monarquía plural, en la cual coexistían diversos territorios y pueblos, respecto de cada uno de los cuales el ejercicio de la jurisdicción real asumía características propias.

				Con relación propiamente al “derecho indiano” se han considerado las obras de Alfonso García-Gallo y Víctor Tau Anzoátegui como base para este estudio, gracias a la claridad y sistematización de la información que presentan; con esos trabajos se afianza la definición dada por Norberto Bobbio sobre el fenómeno jurídico de la consuetudine,[13] visto como hecho natural que se desarrolla en el tiempo. Otros historiadores del derecho, como Javier Grandon Barrientos, han propuesto justificar el vínculo jurisdiccional entre el Nuevo Mundo y la Corona de Castilla con la excepcionalidad de la situación novohispana a principios del siglo XVI, difícilmente comparable con el pasado inmediato;[14] Bartolomé Clavero, por su parte, explica la existencia del “derecho novohispano” con su análisis en torno al ius commune y iura propia, entendiendo por “derecho novohispano” el ius propium, es decir, el derecho propio del territorio novohispano, emanado por fuentes de derecho asentadas en el territorio, que finalmente tienen que acoplarse al ius commune. Bajo esta última concepción se reconoció la suma de normas particulares que imperaban en un territorio; en otras palabras, se advirtió que en éste existían diversas costumbres locales ya consolidadas y desligadas unas de otras, lo que explica el surgimiento del marco jurídico local.[15] A partir del trabajo de Carlos Garriga, aunque no siempre en línea con su teoría, ha sido posible identificar claramente el contexto jurisdiccional de la Audiencia, lo que ha permitido estudiar las competencias virreinales en el ámbito jurisdiccional, así como el origen de los conflictos entre las dos instituciones.

				Una vez asentadas las bases teóricas de este análisis, el trabajo se ha alimentado de autores como Silvio Zavala y José Miranda, quienes con sus estudios monográficos completos acerca de los encomenderos, alcaldes mayores, corregidores, entre otros, han establecido los principios para entender la construcción de los actores jurídico-políticos novohispanos. En sus trabajos se evidencian las estrategias y los mecanismos de reproducción de ambos dominios, en donde los alcaldes mayores resultan ser los interlocutores directos de la política virreinal hasta 1595, desplazan a los encomenderos, que como figura institucional desaparecen, y subordinan la acción de los corregidores. El estudio de Woodrow Borah, además de aportar una gran cantidad de material documental, justifica el corte temporal de este trabajo, que concluye con el primer mandato del virrey Velasco hijo, con la institucionalización del Juzgado General de Indios.[16]

				La breve exposición de las principales aportaciones a este estudio permite delinear la hipótesis que lo guía, y que consiste en los siguientes tópicos: la interpretación del derecho en la primera etapa colonial, la legitimidad de la dominación de la Corona española en las Indias, y el carácter jurídico de la institución virreinal. Éstas son las bases que permitirán analizar cómo la autoridad de esta institución se construye sobre la praxis jurídica de las actividades cotidianas de administración de buen gobierno —mandamientos—, a la par de la definición territorial que terminará por ser la expresión del control en ese ámbito por parte de la Corona en la Nueva España. Intervienen tres elementos que se relacionan y dan origen a la consolidación del instituto virreinal; en primer lugar, la definición de “virrey” como institución de gobierno y su atribución de autoridad formal y real; en segundo término, el territorio que abarca tal autoridad, así como su organización; y, por último, pero no menos importante, el transcurso del tiempo en que se asienta y consolida la autoridad de la institución de marras.

				En relación con los dos primeros elementos, su relevancia radica en la revisión de la perspectiva según la cual el “derecho” en la época colonial era una manifestación de la organización y de la dinámica jurídica que expresaba los valores históricos. Así, el derecho debe ser entendido como el ordenamiento de las agregaciones sociales y, en este sentido, responde a un momento de articulación que no sólo ordena a la sociedad, sino que se adapta a ésta en un proceso de mutación constante. El derecho referido es casuístico, las fuentes de su legislación son plurales,[17] y se dan desde los organismos centrales, como el rey y el Consejo de Indias, pasando por las Audiencias y el virrey, en un primer nivel regional, hasta llegar a los niveles locales de los gobiernos de españoles y de indios. Además de estas fuentes, definidas por una jurisdicción territorial, existían otras que generaban un derecho basado en la calidad y pertenencia a un grupo, tales como los consulados, las huestes armadas y las varias corporaciones existentes. El ejemplo último de éstas, no menos importante, es la Iglesia.

				Dentro de toda esta pluralidad de ordenamientos, interesa identificar los construidos alrededor de la institución virreinal, expresados en los mandamientos cotidianos que iban dando forma a la autoridad del virrey en el territorio novohispano. Se somete a estudio un sistema que preveía una vasta gama de fuentes de derecho, formales y materiales, que eran respetadas por aquellas autoridades que lo aplicaban. Así, lo que se llamará “derecho indiano” estaba integrado realmente por un abanico plural de normas jurídicas (Reales Cédulas, provisiones, instrucciones, ordenanzas, pragmáticas, entre otras), dictadas por una diversidad de autoridades, lo que les confería el carácter de un ordenamiento casuístico y particularista. Indudablemente, estaban presentes normas que contaban con carácter “general”, que dictaban las líneas de principios para su aplicación, pero que dejaban a las varias instituciones el discernimiento, juicio y prudencia de cada caso, lo que constituía una fuente efectiva de producción del derecho. Ante situaciones concretas, que generaran o pudieran dar lugar a conflictos, se dictaban resoluciones que entraban con valor de ley en la práctica consuetudinaria,[18] siempre y cuando no se contrapusieran con una ley general.

				El virrey, como representante de la autoridad del rey en los territorios de ultramar, se insertaba en la concepción de la monarquía según la cual el principio rector era el “orden de justicia” como condición esencial de “buen gobierno”: dar a cada cual lo suyo y proteger y amparar al débil frente al fuerte. Por ende, entre las funciones ordinarias del virrey estaban comprendidas las actividades de gobierno, administrativa y jurisdiccional, lo que significaba atender a los diversos grupos de la sociedad.

				Finalmente, el tercer elemento conductor en el análisis es el intervalo temporal, que comprende el mandato de ocho virreyes que gobiernan entre 1535 y 1595, que delinea un transcurso caracterizado por una primera interpretación histórica de la figura del virrey a través de las instrucciones reales, y por la definición inicial de la política de la Corona hacia los territorios de ultramar. Si en la definición de los límites del corte temporal resulta claro el cierre con Luis de Velasco hijo, con quien se definen formalmente las competencias de gobierno del virrey y concluye una época de incertidumbre en torno de la institución virreinal, como se verá a lo largo del trabajo, el inicio del intervalo elegido, 1535, amerita un paréntesis explicativo. Se considera que Mendoza fue el primer virrey para todos los efectos en Nueva España, aunque como se sabe, el título formal de virrey se atribuyó por primera vez a Cristóbal Colón. Existen dos razones para omitir deliberadamente este último hecho; la primera es que el cargo de virrey atribuido a Colón, y sucesivamente a su hijo, tuvo más carácter honorífico que efectivo, como bien sostiene Rubio Mañé;[19] la segunda razón, de mayor relevancia, es que en 1524 el Consejo Real y Supremo de las Indias definió la relación prevaleciente entre los territorios indianos y la Corona de Castilla y, por ende, el tipo de derecho al que estaban sujetos, así como el tipo de gobierno que debía instaurarse:

				[…] se dice que las Indias “se gobiernan por las leyes, derechos, i fuero de castilla, i se juzgan i tienen por una misma corona. Lo cual no sucede assi en los Reinos de Aragón, Nápoles, Sicilia, i Portugal, i Estados de Milan, Flandes i otros que se unieron y agregaron quedándose en el ser que tenian o como los Doctores dicen AEQUE PRINCIPALITER. Porque en tal caso cada una se juzga por diversos i conserva sus leyes i privilegios”.[20]

				Como afirma Barrientos Grandon:

				[…] por el descubrimiento y una serie de otros títulos las islas y tierra firme del Mar Océano quedaron incorporadas a la Corona de Castilla por accessio y no aeque principaliter, lo cual significaba que quedaban sujetas a la jurisdicción de un mismo príncipe, así que, la unión por accessio vinculaba jurisdiccionalmente al Nuevo Mundo con la Corona de Castilla y por ende, el curso de la jurisdicción real en ellas estaría ab origo, ligado al de la propia Corona castellana, que además lo tuvo por modelo para diseñarlo […].[21] 

				Se puede entonces afirmar que esta definición del tipo de relación con el territorio, hecha por el Consejo de Indias, muestra la excepcionalidad de la nueva situación, sin parangón con el pasado inmediato. Es por ello que puede considerarse al virrey Antonio de Mendoza como el primero en tener a su cargo la institución virreinal que se asentará a lo largo de la época en cuestión.[22]

				Referente a la aproximación metodológica y el análisis de las fuentes —cuestión que se profundizará en el segundo capítulo—, se presentan ahora algunos rasgos generales con el fin de guiar al lector a lo largo del trabajo.

				El libro se vale de una metodología que usa los instrumentos estadísticos como sistema de valoración del avance progresivo del establecimiento de la autoridad virreinal.[23] El análisis cuantitativo, con la contabilización de los actos y su representación espacial, permite visualizar cómo van tomando cuerpo las instituciones, además de ofrecer una imagen de los ritmos y ramificaciones de la praxis a través del tiempo y el espacio. Es justo esta praxis el elemento que lleva a realzar el enfoque metodológico distintivo en un discurso dialéctico, en donde la aridez de los números se justifica porque demuestra la formación de mecanismos que darían lugar al orden jurídico novohispano. En el laboratorio de la praxis se construye el procedimiento jurídico de manera cotidiana y duradera en el tiempo; ¿cómo se puede determinar la fuente de derecho si no es a través de la recopilación de una muestra de este objeto de laboratorio, “el mandamiento”? No se trata de acciones casuales y extemporáneas, sino de un trabajo cotidiano y recurrente, y sólo su frecuencia, su reiteración y su persistencia trazan la validez de la consuetudo. Estamos en los albores de un procedimiento que, gracias a su validez, permitirá descubrir el tejido institucional que se formaría. De hecho, la presencia a lo largo del texto de cuadros, tablas y mapas, a pesar de que puede interrumpir la narrativa, ofrece los medios para apreciar el proceso de definición de las instituciones, que a la postre dará origen al tejido institucional para el ejercicio de la autoridad de gobierno durante el virreinato novohispano.

				Con el propósito de entender el alcance de las acciones del virrey, actividad inserta en la concepción del orden jurídico antes descrito, se necesita, por lo tanto, proceder a un análisis preciso de casos con aplicación territorial. El trabajo se centra en el examen de los mandamientos virreinales, identificados como tales después de un estudio de la diplomática de los documentos; se les clasifica a través de la frecuencia en la aplicación concreta de los términos que permiten esa tipificación. Este método tiene su punto de partida en el enfoque expresado por Michel Foucault, según el cual la historia no es un proceso evolutivo lineal y continuo, sino más bien, la irrupción de acontecimientos accidentales y heterogéneos.[24] En contra de la noción de origen como esencia de la cosa misma, Foucault resalta la idea de mutación y la identifica como “comienzo histórico”;[25] indaga cómo se producen los discursos, y para ello delimita y define las circunstancias en que se producen éstos. Las condiciones para el análisis están dadas por dos elementos divergentes; el primero, los códigos fundamentales de una cultura;[26] y el segundo, el orden general, esto es, el marco que la ley general obedece.[27] Entre estos dos puntos se abre paso un tercero, que juega el papel de intermediario, en el que la cultura se distancia tanto de uno como del otro, con lo que la transparencia inicial se pierde. Esta región “media”, anterior a las palabras, es en la que se gestan los cambios, reflejándose en el uso de un término que, sin mutar su forma exterior, cambia de significado debido a las condiciones heterogéneas y accidentales en que ocurren aquéllos. Para identificar la formación de los objetos del discurso, se consideran las reglas de aparición de los mismos sin ningún sistema deductivo. La visión foucaultiana sostiene que las ideas no preexisten en sí mismas ni las palabras nacen de éstas, sino más bien es el discurso lo que conforma las ideas y las desarrolla; esta visión está explicada bajo la teoría de las mutaciones.[28] Según este enfoque, se asume que si no aparece la palabra que da lugar al concepto, no puede hablarse de éste, lo que no implica su inexistencia, sino la imposibilidad misma de someterlo a análisis. Sin pretender atribuir la certidumbre de una ciencia exacta a un análisis de esta índole, aquí se adoptan estos presupuestos con el fin de clasificar las acciones a través de un esquema de tipos de mandamientos, que permita sistematizar la información y mostrar los alcances efectivos de este método.

				Las fuentes utilizadas en este trabajo son los índices compilados por el Archivo General de la Nación, situado en la ciudad de México, y los primeros ocho volúmenes del Ramo Mercedes, además de documentos encontrados en los Ramos de Indios y Tierras y General de Parte. La crítica a las fuentes se encuentra en el segundo capítulo.

				El estudio está complementado por materiales gráficos y cartográficos, con el propósito de visualizar en mapas la información numérica y estadística de la época, y de ofrecer en conjunto las referencias espacial y temporal, a fin de lograr una mejor comprensión de los datos desagregados. Debe subrayarse que la construcción cartográfica de la época está hecha con relación a las tendencias que el análisis revela, que son indicativas y que no pretenden ser un trabajo geográfico; la cartografía presentada busca, más bien, mostrar las tendencias generales en el alcance territorial de la autoridad virreinal.

				A través del recorrido de las instrucciones que los monarcas daban a los virreyes, es posible demostrar la existencia de diferentes fases en el proceso de asentamiento de la figura virreinal como la institución cabeza del reino novohispano a lo largo de los años. Los primeros dos virreyes definen y enmarcan la institución. Con el nombramiento de Antonio de Mendoza se resaltan las amplias facultades otorgadas por el rey en respuesta a la situación existente en el territorio novohispano y a la voluntad de aquél de instaurar una administración centralizada, que permitiera por un lado el control desde la metrópoli, pero que, por otra parte, no representara un peligro de concentración de poder para la propia Corona.[29] El nombramiento y las instrucciones de 1535 a Antonio de Mendoza, las primeras en su tipo, son tan generales que, de hecho, no especifican las provincias bajo su jurisdicción. El sistema virreinal se formaliza con normativa general hasta 1542, con la promulgación de las Leyes Nuevas y con las Reales Cédulas enviadas por Carlos I para el establecimiento de la Real Audiencia en Lima,[30] aunque en ellas no se define aún ninguna competencia. La relación redactada por Antonio de Mendoza al término de su gobierno a Luis de Velasco demuestra cómo las prácticas del primero se asientan con el segundo.[31]

				Las instrucciones reales dadas a Luis de Velasco en 1550 revelan un cambio respecto de las emitidas a Mendoza. Además, las condiciones por sí mismas son diferentes; Luis de Velasco hereda los efectos de las acciones de su antecesor y, de hecho, las memorias de éste le permiten dar continuidad a una acción de gobierno que ya está encauzada. En tanto, las órdenes emitidas por el rey comprenden una particular sobre asuntos de hacienda,[32] que descubre un primer esbozo de definición de competencias. Por sugerencia de Antonio de Mendoza, se da la orden de contar con libros de gobierno. Desde la muerte de Hernán Cortés en 1547, por primera vez, el título de capitán general es atribuido al virrey Velasco. Desafortunadamente, no existen las memorias de este virrey, pues muere en funciones durante la visita de Jerónimo Valderrama a la Audiencia. Se puede deducir, con base en los acontecimientos posteriores, que la figura del virrey necesitaba ser consolidada, aun cuando ya se encontraba enmarcada en la vida política de la Nueva España. Los siguientes seis virreyes determinarán las funciones del instituto virreinal y lo fortalecerán como un órgano superior de gobierno. 	

				La toma de posesión de la Real Audiencia, en 1564, arroja luz sobre la inconformidad del cabildo de la ciudad de México y de la misma Audiencia con la figura del virrey,[33] lo que descubre un conflicto entre aquellas autoridades y el gobierno superior y, por ende, la falta de aceptación efectiva de la autoridad en cuestión. La gran importancia que la personalidad del individuo tiene sobre el cargo es puesta de manifiesto por el siguiente virrey, marqués de Falces, quien es destituido en menos de un año, debido, por un lado, a la incapacidad para encontrar un equilibrio entre la Audiencia y el cabildo y, por el otro, a una visión política de la institución virreinal diferente a la de la Corona. La institución, en la época del marqués de Falces, en sí misma todavía no goza de suficiente legitimidad ante los demás órganos, aunque se va haciendo de ella en la práctica cotidiana. A diferencia de los anteriores, que sólo eran “señorías”, el marqués de Falces recibe el tratamiento de “Excelencia”, cosa que enaltece el cargo. Uno de los actos relevantes de este virrey es la promulgación de las ordenanzas de tierras.[34]

				Durante ocho meses, la Audiencia se hizo nuevamente cargo del gobierno.[35] Los acontecimientos posteriores a la muerte de Luis de Velasco y el conflicto de la Audiencia con el virrey, llevaron a la Corona a decidir enviar un personaje mucho más enérgico, Martín Enríquez de Almanza, quien con su praxis define profesionalmente al virrey como un funcionario de la burocracia, más eficiente que creativo. Los doce años que permaneció en el cargo se mantuvo el equilibro entre las varias autoridades; en ese lapso se formalizó, en 1567, la función de presidente de la Audiencia al virrey[36] y, fundamentalmente, se define a éste como cabeza del reino en 1570. La Corona buscó entonces la continuidad en las políticas de los virreyes, como lo demuestran las instrucciones entregadas al virrey Lorenzo Suárez de Mendoza, conde de la Coruña, que recalcan las recomendaciones hechas por su predecesor[37] Enríquez de Almanza. Aunque la salud precaria y la debilidad de carácter del conde de la Coruña le impidieron hacer frente a la conflictiva situación política de la Nueva España, evita el paralelismo con el precedente del marqués de Falces, porque aquél contaba con un fuerte consenso social —podría decirse que es justo en este momento cuando el instituto virreinal ha adquirido la suficiente formalidad como para disociarse del elemento humano, esto es, de la personalidad de quien ocupa el cargo—. En un informe secreto, Suárez de Mendoza pide al rey que se le envíe un visitador general a Nueva España. El rey nombra así en 1583 como visitador al arzobispo de México, Pedro Moya de Contreras, quien se convierte en virrey interino. Los últimos dos virreyes, marqués de Villamanrique y Luis de Velasco hijo, mostraron con sus acciones, respectivamente, la importancia del control del territorio para extender la autoridad virreinal, y la necesidad de mantener, a través de la pacificación, un equilibrio entre la Audiencia y el virrey. El descenso demográfico entre la población nativa durante los últimos años hizo que se tuviera un particular cuidado con los indios. Durante el periodo del último virrey en el intervalo estudiado se definieron tanto las competencias jurisdiccionales entre el virrey y la Audiencia, con la instauración formal del Juzgado General de Indios, como el dominio propio de la Corona para asentar las bases coloniales.
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				NOTAS AL PIE

				
					
						[1] El artículo trata de las actividades de los primeros virreyes de Nueva España, Antonio de Mendoza (1535-1550) y Luis de Velasco el Viejo (1550-1564), que tuvieron un carácter jurisdiccional. Señaladas como aquellas actividades que atendiendo a conflictos de diversos grupos de la sociedad llevaron a los gobernantes a dictar soluciones por las que decidieron pleitos o instrumentaron valiéndose de comisionados y autoridades subalternas la decisión de cuestiones litigiosas. A. LIRA, 2004, pp. 299-318.

					

					
						[2] Manuscrito 140 de la Colección Kraus de la Biblioteca del Congreso (Washington) y manuscrito 1121 de la Colección Ayer de la Biblioteca New Berry (Chicago). Se trata de 2 911 mandamientos ubicados los más (2 705) geográficamente. P. GERHARD, 1992, p. 774.

					

					
						[3] Entre los trabajos de investigación que tienen una clara matriz brunneriana o koselleckiana y han tenido una gran influencia en la renovación conceptual de la historiografía jurídica italiana, deben ser mencionados los dirigidos por el grupo florentino de Paolo Grossi. Sobre este punto, particularmente significativo, cfr. P. GROSSI, 1995.

					

					
						[4] S. CHIGNOLA, 2003, pp. 27-67. “El primero de los elementos que han contribuido a la renovación —también en Italia— de los paradigmas de las ciencias histórico-políticas, nos ofrece, a partir del análisis de los sucesos y de las estructuras que interactúan en la historia constitucional occidental, la posibilidad de hacer una generalización histórica, y, por tanto, no sólo estático-tipológica. Sin este elemento, no se habría podido establecer una diferenciación entre saberes, prácticas y conceptos, de hecho inexistentes en el objeto histórico, ni disolver éste en prácticas que, encargadas de narrar acontecimientos, eluden la responsabilidad de inferir un modelo estructural de la acción histórica a partir de sus propias observaciones. El segundo elemento renovador ha consistido en la asunción de la circularidad y globalidad constitutivas del fenómeno estatal, teniendo en cuenta la específica apertura de horizonte hintzeana”, pp. 43-44.

					

					
						[5] Ibidem, pp. 27-67. 

					

					
						[6] Ibidem, pp. 27-67, 32.

					

					
						[7] M. WEBER, 1904, p. 61.

					

					
						[8] R. KOSSELLECK, 1993, p. 113.

					

					
						[9] O. HINTZE, 1990.

					

					
						[10] P. SCHIERA, 1989.

					

					
						[11] G. DUSO, 1980, pp. 77-89.

					

					
						[12] Se remite a la nota 64, cap. 1, de este trabajo. Véase J. GRANDÓN BARRIENTOS, 2004C,  nota 46, p. 683 y 2004b, nota 194, p. 685.

					

					
						[13] Véase  nota 18, p. 20, N. BOBBIO, 1942, p. 102. 

					

					
						[14] Véase p. 21 de este trabajo.

					

					
						[15] Véase nota 43. B. CLAVERO, 1992, p. 46.

					

					
						[16] W. BORAH, 1996.

					

					
						[17] Fuentes del derecho indígenas: legislación real, que recoge y ratifica por lo general las disposiciones con que el virrey y la Audiencia van arbitrando solución a problemas vivos de la Colonia. Reglamentación colonial dictada por el virrey o la Audiencia para la aplicación de leyes reales o para llenar lagunas de éstas. La jurisprudencia de los tribunales, Consejo de Indias o Audiencias. Las antiguas costumbres indígenas, mandadas a observar por la Real Cédula del 6 de agosto de 1555 siempre que no fueran contrarias a la religión católica ni a las leyes de la Corona. Las nuevas costumbres y prácticas indígenas. CASO, ZAVALA, MIRANDA y GONZÁLEZ NAVARRO, vol. 1, p. 106.

					

					
						[18] Se hace referencia a la definición de Norberto Bobbio de la costumbre: “no es un acto o un conjunto de actos, sino un hecho natural que se desarrolla en el tiempo”. N. BOBBIO, 1942, p. 102.

					

					
						[19] En las capitulaciones que se firmaron en Santa Fe, el 17 de abril de 1492, entre los Reyes Católicos y Cristóbal Colón, a este último, entre otras cosas, se le atribuyó el título de virrey. Pero después de pocos años se revocan las funciones de gobierno, en mayo de 1499. Sucesivamente a la muerte de Cristóbal Colón, por una serie de acontecimientos, en enero de 1515, la reina doña Juana designa a Diego como “Almirante, Vissorey y Gobernador de la Isla Española” hasta 1523, fecha en que murió. Finalmente resulta que este cargo fue más bien honorífico que efectivo. Cfr. I. RUBIO MAÑÉ, 1983, vol. I, “Origen y jurisdicción, y dinámica social de los virreyes”, pp. 14-16.

					

					
						[20] “Solórzano y Pereira, Juan, Memorial y discurso de las razones que se ofrecen para que el Real i Supremo Consejo de las Indias deba preceder en todos los actos públicos al que llaman de Flandres, en Madrid por Francisco Martínez, 1629, XI, nota 66, fol. 20V-21r”. Cfr. J. BARRIENTOS GRANDON, 2004b, pp. 633-708, 683-686, 688.

					

					
						[21] J. BARRIENTOS GRANDON, 2004a, cap. 2, pp. 95-124.

					

					
						[22] L. SEMBOLONI, 2011, pp. 151-178, 155.

					

					
						[23] El procedimiento debe ser leído de manera complementaria y no contrapuesta a la metodología adoptada por Óscar Mazín en el texto Gestores de la Real Justicia. En este trabajo no se puede captar la vertiente informal de una sociedad estamental ni pretendemos hacerlo. O. MAZÍN, 2007.

					

					
						[24] M. FOUCAULT, 1983, p. 19.

					

					
						[25] Ibidem, p. 17.

					

					
						[26] “Los códigos fundamentales de una cultura —los que rigen su lenguaje, sus esquema perceptivos, sus cambios, sus técnicas, sus valores, la jerarquía de sus prácticas—...”, ibidem, p. 58.

					

					
						[27] “Las teorías cientistas o las interpretaciones de los filósofos explican por qué existe un orden en general, a que la ley general obedece, qué principio puede dar cuenta de él, por qué razón se establece este orden y no aquel otro”, en el sentido metafísico, ibidem, p. 58.

					

					
						[28] Ibidem, p. 70.

					

					
						[29] El rey ordenó que se controlara que los monasterios no fueran construidos a poca distancia uno del otro y que se previniera el monopolio de cualquiera de las órdenes mendicantes… Además, de ahí en adelante no podría construirse ningún monasterio sin que el virrey diera su consentimiento expreso… L. HANKE, 1976, vol. I, p. 18.

					

					
						[30] Barcelona, 20 de noviembre de 1542, Carlos I mandaba “que los reinos del Perú y Nueva España sean regidos y gobernados por Virreyes que representen nuestra Real persona, y tengan el gobierno superior, hagan y administren justicia igualmente a todos nuestros súbditos y vasallos y entiendan en todo lo que conviene al sosiego, quietud, ennoblecimiento y pacificación de aquellas provincias…”. Cfr. I. RUBIO MAÑÉ, 1983, vol. I, pp. 23-24.

					

					
						[31] “Relación de Antonio de Mendoza a Luis de Velasco al término de su gobierno. Sin fecha”, L. HANKE, 1976, vol. I, pp. 38-57.

					

					
						[32] “Instrucción a Luis de Velasco sobre cosas tocantes a la Hacienda, 16.IV.1550”, ibidem, pp. 144-152.

					

					
						[33] “Al morir Velasco, el concejo de la Ciudad de México tuvo una brillante idea. ¡Quiera el Rey por favor no enviar más virreyes!… el cabildo lo recomendó formalmente en una resolución del 21 de agosto de 1564”, ibidem, p. 155.
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						[36] Madrid, 15 febrero de 1567, Felipe II. Recopilación de leyes de los reinos de las Indias, libro II, tit. XVI, Ley 1, p. 371. Cfr. I. RUBIO MAÑÉ, 1983, vol. I., p. 24.
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				1. DERECHO Y SOCIEDAD, SIGLO XVI

				Los antecedentes de la institución virreinal con sus orígenes y características se encuentran en la tradición del reino de Aragón. Ante la ausencia del monarca en los tres estados que integraban el reino, a saber, Valencia, Cataluña e, incluso, la propia Aragón, y con el propósito de gobernar y mantener el control en Sicilia, Nápoles y Cerdeña —sus posesiones en el Mediterráneo—, el rey requirió de un representante a quien delegó la ejecución de varias de las funciones que le correspondían. Ésta fue la experiencia política que más tarde sería instaurada en América,[1] sobre todo después de la conquista y durante la colonización de territorios como el novohispano. Si bien éstos fueron los antecedentes de la institución virreinal, que ayudaron a la Corona española a perfilar el ser y el deber ser del virrey en las colonias de ultramar, no cabe duda que éste se vio obligado a actuar de acuerdo con las exigencias que le impusieron las circunstancias americanas, muy diferentes a las europeas. En especial, se pueden identificar tres factores en el contexto europeo que marcaron las distinciones de la autoridad virreinal respecto del caso americano; el primero, el hecho de que los virreyes ejercieron su representación en una región geográfica relativamente cercana al lugar en donde se encontraba el monarca; el segundo, la existencia de una sociedad feudal establecida y representada en los parlamentos instalados en los diferentes reinos; y el tercero, la situación conflictiva del continente como consecuencia de la lucha entre los estados por alcanzar la hegemonía. A pesar de las condiciones que delinearon los contrastes, es imprescindible presentar sintéticamente el contexto en que se originó y desarrolló el instituto virreinal, porque de esta forma se pueden identificar aquellas características que se transmitieron al otro lado del Atlántico.

				La tradición en el reino de Aragón

				La emergencia de la institución virreinal en el reino de Aragón estuvo vinculada con las designaciones de lugarteniente y gobernador, nombramientos que empezaron a ser utilizados a partir del siglo XIV. El primogénito, la reina o un infante podían ejercer el cargo de lugarteniente ante la ausencia del rey, y sus facultades eran omnímodas en caso de que el rey saliera del territorio español, pero limitadas si sólo se trasladaba a otro sitio dentro de él. Por su parte, el gobernador fue una figura prevista para que lo representara en casos de ausencia; le transmitía el mando de perdonar, ordenar al ejército y resguardar el orden. También se contempló que, ante estados de guerra, era necesario nombrar a un capitán general. El vocablo virrey se empleó, principalmente, en Cataluña y en Valencia, ya que por costumbre el rey no ejercía en estos estados las prerrogativas regias. De hecho, el único vínculo que existió entre estos dos estados y la Corona aragonesa fue la persona del rey. Aunque no hay mucha claridad sobre estas nominaciones, lo que sí es bien sabido es que, a raíz de esta tradición, el rey Fernando dejó en su representación a un virrey cuando se tuvo que trasladar al reino de Castilla.

				La autoridad virreinal en Cerdeña, Sicilia y Nápoles

				La expansión y dominio del reino de Aragón sobre varios territorios del Mediterráneo obligó a instalar autoridades que rigieran y se hicieran responsables de los asuntos de sus posesiones. Esto sucedió en 1478, cuando tras un acto de conquista, Cerdeña se unificó y adquirió el título de Regnum Sardinie. Según Antonio Era, la política de los reyes de Aragón, dirigida a la unificación de la isla, conllevó el reconocimiento de su autonomía, y prueba de ello fue el destinar a un virrey único para su gobierno, así como constituir un parlamento, promover la unidad de jurisdicción y una Real Audiencia como un solo tribunal supremo.[2]

				Pero los antecedentes de la figura del virrey en este territorio se remontan a 1323, fecha en que Cerdeña se sometió al rey Jaime II, quien confió el mando supremo de la isla a gobernadores generales. Como advierte el historiador Ignacio Pillito, se debe tomar en cuenta para evitar confusiones que, desde aquel año y hasta 1354, había dos tipos de gobernadores, los generales encargados de las islas y los especiales. A su parecer, el instituto de virrey fue una extensión de los primeros.[3] El término “virrey” apareció en 1418 y el primero que lo desempeñó fue Luis de Pontos, lo que no significó que desaparecieran los cargos de gobernadores generales.[4] En el siguiente siglo, en 1548, se hizo más precisa la distinción entre el virrey y los gobernadores generales, así como de los lugartenientes, pues se le atribuyó al primero el título de “Gobernatorem et locumtenentem generalem in dicto Regno Sardinie”.[5]

				Con el fin de cumplir con sus actividades, el virrey recibió la asistencia de un asesor que se sometió a su autoridad. En un principio, el regente fungió como su consejero en todos los negocios de gobierno y en la administración de justicia.[6] Cuando se instituyó la Real Audiencia en 1573, los doctores que la integraban y la Regencia de la Real Chancillería, que se había implantado en 1487, formaron el Consejo de Justicia,[7] concebido como órgano consultivo del virrey. En cuanto a las disposiciones legislativas de éste (cridas, bandos, entre otras), se estipuló que para que fueran válidas tenían que llevar no sólo su firma, sino también la del regente de la Real Chancillería, así como la del abogado fiscal. En caso de que estos documentos únicamente hubieran sido firmados por aquél y su secretario, mantenían su vigencia nada más durante el tiempo que permaneciera en su cargo.[8] Cabe señalar que la primera recopilación de las leyes y pragmáticas reales del reino de Cerdeña se hizo durante el virreinato del duque de Gandía y conde de Eril, y fue publicada por primera vez en 1640.

				Los antecedentes de la autoridad virreinal en Sicilia se remontan al año de 1477, en que Juan II de Aragón nombró, en Barcelona, a Juan de Cardona, conde de Cardona y de Prades, como “Vicerex” de Sicilia. En ese caso se le otorgaron a éste las mismas preeminencias y facultades de que gozaban los lugartenientes en Cataluña y en Aragón.

				Hasta el momento no se ha podido precisar la fecha en que se instaló la institución virreinal en Nápoles, tan sólo se puede decir que ésta recibió la dirección militar. Nada más que para impedir que el virrey reforzara su autoridad, Fernando el Católico creó, en 1505, el Consejo Colateral, el cual asumió las funciones tanto de un tribunal supremo como de un consejo consultivo, que, a la postre, alcanzaría un predominio sobre las del propio virrey[9] en 1559. Aún más, la duración de su cargo era de tres años y las normas para que pudiera nombrar y proveer oficios eran muy estrictas.[10] Sin lugar a dudas, esto respondió a la tendencia hacia la centralización del poder que se estaba produciendo en España. En las “instrucciones” que se dieron a don Pedro de Toledo en 1536, fecha en que fue nominado, se puede apreciar que su principal función adquirió un carácter represivo y justiciero, aunque se delimitaban sus intervenciones en materia feudal;[11] en general, fueron dispositivas —cambiar y hacer las leyes—; de jurisdicción suprema; “graciosas” —otorgar gracias, mercedes, estatutos—; y administrativas. Además se le otorgó autoridad sobre el patrimonio real, las entradas del reino y la provisión de ciertos oficios. Básicamente estas atribuciones se mantuvieron sin cambios desde que Fernando el Católico, entre 1504 y 1505, concedió poder al visorrey y lugarteniente general.[12]

				Como se puede apreciar, a pesar de que los virreinatos de Cerdeña, Sicilia y Nápoles coincidieron en el tiempo y los virreyes ejercieron en territorios no tan alejados del lugar en que se asentaba el rey, hubo disparidades en cuanto a las atribuciones que se les otorgaron, pues se tuvieron que adaptar a las circunstancias de cada uno de los territorios, y porque la definición de esta figura se encontraba en proceso de construcción a través de la experiencia histórica y como parte de la conformación del Estado moderno. Si esto sucedió en el mismo escenario europeo, qué no pasaría en las tierras distantes del territorio americano y en un tiempo tanto más lejano.

				En efecto, la monarquía española fue resultado de la unión de dos grandes tradiciones, la de Castilla y la de Aragón, aunque, como se ha dicho, la autoridad virreinal emergió de esta última, debido a una experiencia histórica en que la diversidad en sus territorios la condujo a buscar una organización plural como medida para mantener el control y evitar conflictos. La causa de que, a mediados del siglo XV, se empezara a utilizar la palabra virrey no se ha podido esclarecer.[13] Según el historiador Rubio Mañé, hubo dos posibles razones que llevaron a introducir el término; la primera fue que a raíz del establecimiento de la dinastía en Sicilia, se quiso distinguir al lugarteniente general como representante de los reinos continentales, mientras que el virrey estaría encargado de las posesiones ultramarinas; y la segunda fue que se pretendió cambiar la voz de lugarteniente general a la de virrey con la finalidad de emplear una acepción más correcta, y aunque filológicamente ambas palabras significan lo mismo, resultaba más específica la de virrey. A estas dos posibles causas se puede sumar una tercera, pues hasta aquel momento todos los que habían sido nominados como lugartenientes procedían de la Casa Real o tenían ascendencia real, lo que les daba una connotación de figura feudal, mientras que a partir de la segunda mitad del siglo XV, el concepto de virrey estuvo asociado al de un “funcionario” de una Corona que tendía a centralizarse, como parte de la conformación del Estado moderno.

				 Contexto histórico de la península ibérica a partir de sus coyunturas políticas

				El periodo comprendido entre 1535 y 1595 se inserta en una de las etapas más controvertidas de la historia; en el siglo XVI emergió el Estado moderno, se presentó la racionalidad en el ámbito político y el hombre renacentista se convirtió en protagonista del acontecer. Si bien a primera vista estos aspectos no tienen mayor relevancia para el análisis de una sociedad en formación en territorios todavía ignotos, no se pueden pasar por alto hechos y fenómenos coyunturales de la historia política europea que, de una u otra manera, repercutieron en el ordenamiento del continente americano, en general, y de Nueva España, en particular. Por esa razón, es preciso hacer una breve exposición sobre aquellos sucesos del contexto español que influyeron en la instauración de la autoridad virreinal novohispana, y que permita, por ejemplo, comprender que la decisión de Carlos V de nombrar a un funcionario para ocupar este cargo obedeció al objetivo de reorganizar su aparato gubernamental de “manera racional”. En efecto, la aparición de esta figura en territorio novohispano y sus primeras experiencias corresponden al reinado de Carlos V de Alemania y I de España,[14] sobre el cual se hablará a continuación.

				Varios de los estudios sobre Carlos V y su imperio destacan dos facetas en la vida del emperador, la del caballero y la del hombre racional. Con relación a esta última, se le considera como un hombre del Renacimiento, totalmente impregnado del espíritu y las formas de la gran cultura italiana,[15] e influido por el pensamiento “maquiavélico” y el concepto de lo “útil”.[16] Sin embargo, al mismo tiempo, mantenía resabios del mundo medieval, por ejemplo, con la idea predominante aún a principios de la Edad Moderna de que la autoridad del monarca se sustentaba en la ampliación y anexión del dominio del príncipe sobre su casa y administración[17] con un carácter patrimonial.[18] Bajo esta convicción, Carlos V identificó al Estado con las figuras del príncipe y de la dinastía, lo que en los hechos se traducía en considerar que el Estado era cosa suya “personal” y su propio “patrimonio” que había heredado de sus antepasados y que debía incrementar con todas sus fuerzas a fin de transmitirlo a sus hijos, por lo que estaba comprometido a que nada disminuyera la herencia. A la vez, se impuso el deber del príncipe hacia sus súbditos, el cual consistía en recompensar a aquellos que le servían bien con honores, beneficios y diversos donativos, entre otros privilegios, lo que evidencia una concepción “personalista” del Estado.[19] Aunque el carácter de hombre racional rigió sus acciones políticas, el hecho de que en él confluyeran no sólo esta faceta, sino también la de caballero, devela que Carlos V era un emperador en transición,[20] a diferencia de su hijo Felipe II, quien ya estuvo impregnado totalmente de un fuerte racionalismo.

				La parte de hombre racional de la Edad Moderna se manifestó en el emperador Carlos V, principalmente, en su afán por centralizar el poder con base en el principio del “absolutismo regio”. Una prueba de ello se encuentra en la instrucción que giró en 1548 al no conceder a los virreyes ni a los gobernadores más autoridad de la necesaria y no permitirles actuar con total independencia o, por lo menos, autonomía de acción.[21]

				La centralización del poder del absolutismo monárquico implicó la racionalización de las funciones administrativas del Estado a través de varias políticas. Entre ellas destacan los Consejos, que los reyes Isabel y Fernando ya habían empezado a crear en el siglo XV, pero que en realidad se definieron hasta 1556, durante el gobierno de Carlos V. El proceso de la constitución y desarrollo de cada uno de ellos se puede observar en la siguiente lista:

				• Consejo de Estado. Ejerció tanto para Castilla como para Aragón durante el reinado de Isabel y Fernando. Se encargó especialmente de la política exterior. Fue reorganizado en 1522.

				• Consejo de Guerra. También ejerció para ambos reinos. Fue creado en 1517 y reorganizado en 1522.

				• Consejo de la Inquisición. Tribunal supremo de la inquisición para Aragón y Castilla.

				• Consejo de la Cámara de Castilla. Supremo órgano ejecutivo y administrativo exclusivo para este reino.

				• Consejo Real de Castilla. Consejo supremo judicial para este reino durante el siglo XV. Éste había sido el verdadero órgano central del gobierno de Castilla. Fue reorganizado en 1480.

				• Consejo de la Contaduría Mayor de Castilla. Órgano supremo, técnico y financiero.

				• Consejo de Hacienda. Órgano supremo político-financiero fundado en 1523.

				• Consejo de Indias. Constituido como consejo en 1524, estuvo encargado de la administración de las posesiones ultramarinas.

				• Consejo de las Órdenes. Órgano administrativo central de las tres grandes órdenes de caballería, las de Santiago, Alcántara y Calatrava; fundado cuando Fernando e Isabel atribuyeron a la Corona la dignidad de gran maestre de las tres órdenes, que tenían riquísimas posesiones.

				• Consejo de Aragón. Organizado por el rey Fernando en 1494 y reorganizado por Carlos V en 1522.

				• Consejo de Italia o Consejo Supremo de Italia. Fundado en 1556 para atender los asuntos del Milanesado, Nápoles y Sicilia. La fecha de 1556 ha sido puesta en duda.[22]

				La instauración y reorganización de este tipo de instituciones, ante la necesidad de racionalizar las funciones del Estado, estuvo acompañada de acontecimientos que dieron un viraje a la política interna de Carlos V. En efecto, las muertes de los diferentes consejeros —como la del cardenal Tavera en 1545, la de Francisco de los Cobos en 1547[23] y la de Hernando Niño en 1552—[24] representaron un momento coyuntural, pues a partir de ellas la visión política de este tipo de funcionarios se modificó, en la medida que se resolvió la pugna existente entre ebolistas y albistas, en favor de los primeros, quienes a partir de ese momento influyeron en las decisiones tomadas en el seno del gobierno y la administración, al tiempo que desplazaban al duque de Alba[25] y Fernando de Valdés,[26] entre otros más, principales integrantes de los albistas. Así, desde mediados de 1554 y hasta 1559, la regencia del reino de Castilla pasó a la princesa Juana, que favorecía al grupo ebolista. Cabe recordar que éstos defendieron una religiosidad recogida y de observancia estricta, en donde la vivencia religiosa se caracterizaba por un anti-intelectualismo, por la insistencia en la práctica metódica de las virtudes y por una ascesis rigurosa de mortificación, sobre todo en la comida y en el sueño, corriente que, dicho sea de paso, influyó en Ignacio de Loyola.

				Finalmente, el 16 de enero de 1556, Carlos V cedió las posesiones patrimoniales de las coronas de Castilla y Aragón a su hijo Felipe II. De hecho, la transmisión del imperio a éste había empezado desde 1552 y se había ido produciendo gradualmente. El secretario Eraso, el inquisidor general Fernando de Valdés y Juan Vázquez de Molina conservaron sus cargos durante el proceso.

				Otro acontecimiento fundamental que marcó los cambios en la política del Estado español fue la bancarrota financiera de 1557, ya en tiempos del reinado de Felipe II, hecho que exigió una revisión de la política financiera y hacendística.[27]

				Por otra parte, en el decenio de los sesenta del siglo XVI, Diego de Espinosa, en su calidad de presidente del Consejo de Castilla, llevó a la práctica toda una visión racional de la organización estatal al someter a una reglamentación a todos los oficiales y obligar a que todos los organismos anotaran sus actividades en libros-registros.[28] Además, realizó reformas confesionales en América, acordadas en una junta en 1568, las cuales se aplicaron en la península, pero acentuadas por los poderes y privilegios que les concedía el Regio Patronato, como lo demuestra el hecho de que los virreyes fueran nombrados directamente por Felipe II con poderes especiales, a instancias de Espinosa, sin que para nada fuera consultado el Consejo de Indias.

				En materia religiosa, el objetivo radicó en la transformación de la Iglesia indiana, eminentemente misionera y dominada por el clero regular, en una Iglesia con predominio del clero secular, centralizada en los obispados o en virtud del patronato que ostentaba la Corona. Los varios problemas que esa iniciativa generó en América fueron exitosamente contenidos por el virrey Martín Enríquez de Almanza, designado en 1568 y apadrinado por el cardenal Espinosa. Justo durante su virreinato (1568-1580) llegó la Compañía de Jesús, se fundó la Inquisición[29] y se nombró como obispo de México a Pedro Moya de Contreras, uno de los hombres fieles a Espinosa.

				En la década de los años setenta concluyó la influencia del partido ebolista, debido a otra serie de fallecimientos que definieron un nuevo cambio coyuntural. En primer lugar, murió Diego de Espinosa, el 8 de septiembre de 1572; después, el general de los jesuitas Francesco Borgia, el 30 de septiembre de 1572; y, finalmente, la princesa Juana, el 8 de septiembre de 1573. A la par, Ugo Boncompagni se elevó a la silla papal con el nombre de Gregorio XIII, el 14 de mayo de 1572. Este papa estuvo a favor de las misiones y además puso bajo su influencia a la Compañía de Jesús; por ende, mostró un cambio de actuación y orientación ideológicas hacia el poder espiritual, es decir, pasó de una religiosidad contemplativa a otra más activa, práctica y temporal.

				Entre los cambios resultantes de la visión racional de las funciones administrativas se cuenta la introducción de las juntas de letrados y nobles, con las que se buscó la especialización en los temas de gobierno. Los letrados se dedicaban a tratar temas técnicos, como hacienda y religión, mientras que los nobles se abocaban a discutir sobre cuestiones políticas. A la par de esos acontecimientos en el contexto español, se produjo otra coyuntura política, la convocatoria a Cortes —exclusivamente para el reino de Aragón, publicada el 15 de junio de 1592—, la cual influyó en la dirección política de las Américas.

				1.1. LO JURÍDICO COMO EXPRESIÓN DE LA SOCIEDAD

				El 14 de noviembre de 1535 marcó el inicio de una nueva etapa en la política de la monarquía española, con la toma de posesión de Antonio de Mendoza de la institución virreinal en Nueva España. Al momento en que se estableció ésta en los territorios de ultramar, una de las primeras medidas de la Corona consistió en emitir instrucciones al virrey,[30] con la finalidad de señalarle las líneas generales de la administración virreinal, al tiempo que se le confería una jerarquía superior a todas las demás instituciones asentadas no sólo en el territorio bajo su jurisdicción, sino también en una extensa área geográfica que todavía no estaba sometida directamente a su acción.[31] Posteriormente, los virreyes que sucedieron a Mendoza recibieron instrucciones en las que se definieron sus facultades y competencias de gobierno.

				El objetivo de esta obra es identificar, por un lado, hasta dónde las actividades cotidianas en el gobierno del virrey —más allá de los lineamentos generales que la Corona dictaba por “ley”— sentaron las bases jurídicas y definieron las materias de su competencia; y, por el otro, esclarecer el grado de incidencia y expansión que tuvieron esas actividades durante la segunda mitad del siglo XVI, porque, ante todo, revistieron una gran importancia en la medida en que la Corona española logró definir el “control del territorio” a través de ellas.

				La justificación de la hipótesis propuesta en esta investigación se encuentra en el marco teórico de la propia institución virreinal en su tiempo histórico y, por ende, en el enfoque jurídico con que se estudia el caso, más que en la novedad del tema elegido. Al estimar que el análisis de la institución virreinal desde perspectivas como la del normativismo, evidente manifestación de un formalismo sistemático, puede generar interpretaciones equivocadas, el estudio se concentra en las normas dictadas por la Corona, tomando en cuenta su aplicación en un contexto específico. El orden jurídico al que pertenecían los actores del siglo XVI, respondía a dinámicas muy diferentes a las de los siglos XIX y XX, las cuales se han querido identificar en aquella centuria en los trabajos regidos por teorías como la arriba señalada. Cabe recordar que durante el siglo XVI y a lo largo de la época colonial, el “derecho” era una manifestación de la organización y la dinámica jurídicas resultantes de los valores históricos, sociales y culturales propios de esa circunstancia.

				El análisis de los fenómenos jurídicos del siglo XVI debe concentrarse en el “orden de la sociedad” de acuerdo con su momento histórico, lo cual no puede obviarse, sobre todo porque se trata de un periodo que siguió rigiéndose —y estuvo permeado— por una serie de principios enraizados en la tradición medieval,[32] aun cuando en un sentido histórico formal ya se encontraba enmarcado en la concepción y prácticas jurídicas modernas. Lejos de pretender hacer un análisis sobre el derecho y su historia, con sus presupuestos y sus orígenes —objeto que abarcaría la historia del derecho—, la investigación se apoya en las propuestas de aquellos historiadores del derecho que, desde los años ochenta del siglo XX, han revitalizado esta rama bajo una óptica “nueva”, en la que se observa el desarrollo de la sociedad y en la que predomina una visión localista y sobre un análisis pretendidamente omnicomprensivo. El derecho, sustentado en el fenómeno de la “experiencia jurídica”[33] —concepto introducido por Grossi y retomado por varios estudiosos—, se define sumariamente como la organización de la acción jurídica genérica para traducir la vida cotidiana en disciplina. Asimismo, según esta corriente, el derecho ha sido valorado como la conformación de principios, ideales y valores que influyeron en una serie de ordenamientos capaces de organizar la realidad, acogiéndose al método consuetudinario y a los diferentes hechos jurídicos. De acuerdo con estos lineamientos, todo trabajo abocado a estudiar el derecho que dominó en una época determinada se debe enfocar en el ordenamiento de las agregaciones sociales que se fundan en la “experiencia jurídica”, lo que se traduce en la necesidad de analizar una multiplicidad de ordenamientos jurídicos que convivieron y dieron forma a una sociedad corporativa[34] dinámica.

				Además de todas estas consideraciones, si se quiere profundizar en el conocimiento de la dinámica del devenir histórico del derecho como parte integrante de la sociedad, se deben contemplar otros elementos adicionales, como son los “hechos” y los “casos”, ya que fundamentan una parte del derecho. De acuerdo con algunos historiadores especializados en este campo, el “caso”[35] provenía de una larga tradición medieval en la península ibérica y fue una voz muy utilizada durante los siglos XVI y XVII.[36] Por ejemplo, en esta última centuria, Sebastián Covarrubias asentó: “Vale suceso que haya acontecido, y así los juristas llaman caso la ocasión o proposición sobre que se funda la determinación de ley o decreto; y en los pleitos lo primero en que se concuerda es en el caso o en el hecho, que es todo una cosa”.[37] De tal forma, el “caso” se erigió en uno de los elementos generadores del derecho.[38] Tan fue así, que esta premisa sirvió como base de lo que más tarde se definiría como “derecho indiano”, al cual se aludirá más adelante en esta investigación. Sin embargo, el “caso” no fue el único ni el más importante elemento que participó en la construcción del orden; el derecho también incorporó el ius commune[39] castellano y los iura propria [40] de los territorios, en la tradición jurídica alto-medieval y iusnaturalista. 

				En resumen, la construcción del orden se fundamentó en la vida jurídica medieval tardía como una dialéctica entre el derecho común y los iura propria. La relación entre estos dos derechos fue de covigencia,[41] en donde el ius commune se mantuvo como referencia y prestó el lenguaje y la técnica a los derechos más particulares. Por lo general, el ius proprium se completó en el ius commune, aunque siempre cuidando de no caer en el error de la jerarquía de fuentes, sino considerándolo únicamente como una manifestación de un derecho. De acuerdo con las ideas de aquella época, los iura propria eran producto de un “ordo”[42] —orden natural subyacente que precedía a y se concretaba en los derechos tradicionales—,[43] y bajo esta concepción se reconoció la suma de normas particulares que imperaban en un territorio, es decir, se advirtió que en éste existían diversas costumbres locales ya consolidadas y desligadas unas de las otras. Esto explica el surgimiento del marco jurídico local. Una vez aclarado lo anterior, es posible concluir que la sociedad estuvo regida por una cosmovisión en la que la justicia —expresión humana de la aequitas— debía respetar un orden social ya constituido, sobre todo, porque era la manifestación de un “ordo”, por lo que el “caso” estuvo perfectamente previsto para considerar los usos y costumbres de una realidad específica, pero siempre en relación con una regla general.

				Esta visión jurídica influyó en la conquista de América y dio origen a lo que hoy se conoce como “derecho indiano”, el cual empezó a conformarse en el momento en que se trasladaron estos principios a las disposiciones dictadas y traducidas para su aplicación en los nuevos territorios de acuerdo con las experiencias que se iban produciendo. Más tarde, durante el proceso colonizador, el derecho indiano continuó ponderando el elemento “casuístico”, debido a las diversas realidades que prevalecían en el ámbito local de las posesiones de ultramar, lo que obligó a hacer ajustes a los principios generales.

				Esta especificidad jurídica ha conducido a identificar al derecho en las Indias como “casuista”, calificativo que, lejos de reflejar un desorden y la imposibilidad de una sistematización ordenada de la sociedad, tal como se asumió durante mucho tiempo, debería considerarse como otro sistema de ordenamiento, no obstante —o justamente debido a— las particularidades del territorio y de la sociedad novohispana, notablemente diferente a la española. Este casuismo es sinónimo de especificidad, en el sentido que se pretendió ordenar la sociedad a partir de su realidad como caso particular versus lo general. De esta manera, se produjo un sinnúmero de disposiciones que en apariencia carecían del carácter general y omnicomprensivo que, sin embargo, mantenían las normas generales constituidas en “sistemas”.

				Fundamental es la crítica levantada por Tau Anzoátegui, cuando al referirse a los estudios de historia del derecho indiano advirtió sobre “la inexistencia de estudios concretos sobre nuestro tema, ya en monografías, ya dentro de las obras generales...”.[44] Aunque este derecho tuvo como una de sus fuentes principales el “caso”, tal como se ha visto líneas atrás, la mayor parte de los estudios realizados hasta la fecha en torno a este tema se han enfocado en el análisis de las “leyes”[45] generales emitidas por los órganos superiores en España, el Consejo de Indias y el rey mismo. Es evidente que esto ha limitado mucho el conocimiento del derecho indiano en relación con la especificidad de un territorio y las características propias de la sociedad novohispana. Ha sido con el fin de enriquecer y profundizar más al respecto y, así, subsanar las carencias señaladas por Tau Anzoátegui, que en esta obra se ha planteado la revisión de aquellas disposiciones emitidas por el virrey en su labor cotidiana, “los mandamientos”, los cuales también se convirtieron en una fuente del derecho bajo el principio casuista. En ellos se observa una adaptación de los principios jurídicos españoles a la realidad local, y por ese motivo son indicadores de una primera visión de lo que constituyó el derecho indiano novohispano, aunque dirigidos siempre, cabe insistir, por la visión general del derecho español. A los mandamientos se les puede valorar como normas de alcance regional que estuvieron en diálogo constante con aquellas correspondientes a los diferentes ámbitos y niveles locales, jurídicos, políticos, sociales.

				De todo lo anterior emerge la siguiente reflexión en torno de los fundamentos del derecho indiano: si los elementos constitutivos iban a ser el ius commune y los iura propria en su plano dialéctico, entonces cabe la pregunta ¿cuál fue el derecho propio que se aplicó en Nueva España? A partir de la idea de que el orden de una determinada sociedad es un producto histórico, la respuesta se encuentra en que los iura propria provenían de las sociedades ya existentes, es decir, de las concebidas como propias de los “indios”. Ante esta situación, las autoridades españolas enfrentaron la disyuntiva de implantar un nuevo sistema o, más bien, de aceptar los iura propria de las sociedades indígenas, guiadas por su propio orden y con tradiciones tan diversas que no se sustentaban, en absoluto, en la tradición católico-romana a la que estaban acostumbrados los españoles; en el caso de no admitir esta última posibilidad, éstos tuvieron que hacer un esfuerzo de interpretación. Cualquiera que fuera la opción elegida, el esfuerzo por ordenar la sociedad significó, más que afirmar un orden constituido, crear un orden posible, a través de disposiciones ad hoc. Esto explica la coexistencia de dos repúblicas, la de indios y la de españoles, como la posibilidad de lograr un mejor ordenamiento de la sociedad —y no solamente como un fenómeno de diferenciación social— en la que convivieron diferentes tipos de iura propria en diálogo con el ius commne aplicado como guía por las autoridades políticas de la metrópoli y de las Indias.

				1.2. EL PODER POLÍTICO Y EL DERECHO

				Durante la época de la monarquía católica, el derecho prevaleció sobre el poder político y su finalidad fue mantener el statu quo;[46] por esa razón, “decir el derecho”[47] implicaba la razón de ser del poder político, lo cual también era un legado del contexto histórico europeo. De acuerdo con la experiencia jurídica, el príncipe asumió la función de gobernar y regir con justicia, respetando el ordenado discurrir de la vida del derecho en un ámbito distinto del político, es decir, resguardando el “ordo” en cuanto orden sustentador natural de origen divino, tal como ya se ha planteado anteriormente. La función primaria de un rey era, por ende, impartir justicia, ya que se le consideraba como un lector de la realidad natural y no como un creador del derecho, esto es, su papel se redujo a interpretar una dimensión preexistente.[48] Pero también el príncipe estaba dotado de una voluntad imperativa en casos particulares, como cuando se tenían que resolver problemas que no encontraban solución en los medios ordinarios, y podía actuar bajo el cobijo de una potestad extraordinaria, lo que llevó a la introducción del concepto de la justa-causa en el vocabulario jurídico de aquella época. Si bien esta potestad nunca estuvo en contra del orden constituido, a partir de ella se perfiló la noción de soberanía. Más que un legislador,[49] el príncipe era un impartidor de justicia. Cabe insistir que todo esto se produjo en un contexto de ideas y creencias en donde la legitimación primaria emanaba de la voluntad de Dios, y en donde el príncipe, como cabeza del cuerpo político, era responsable de organizar el gobierno de la justicia,[50] lo que se traduce en velar por la justa conservación del orden constituido. Estos conceptos, procedentes del espíritu medieval, pero enlazados a un proceso dinámico resultante de las nuevas y diversas realidades y exigencias, influyeron en las diferentes experiencias jurídicas en proceso de consolidación. En otras palabras, durante la época que se sitúa entre la Baja Edad Media y el inicio de la Edad Moderna, el derecho mismo estuvo en continua mutación; no obstante, hay que recordar que los principios que constituyen el espíritu del derecho equivalen a creencias que requieren mucho tiempo para transformarse. Aunque el periodo referido no es asunto de este estudio, conviene advertir que resulta fundamental tener presentes esas peculiaridades entre el derecho y la política para dar sustento al análisis propuesto.

				En la Edad Moderna, la figura del rey y el origen de su poder fueron objeto de una controversia que derivó en afirmaciones contundentes: dada la procedencia divina del poder, ya fuera que éste residiera en el pueblo o en el monarca, era el rey quien lo ejercía y gobernaba siempre bajo los dictados de Dios; el rey fungía como “vicario de Dios, su visorrey y lugarteniente o su ministro”.[51] Esta idea, expresada en la doctrina de Suárez, explica la percepción que se tuvo de la figura del virrey; de aquí la importancia de enmarcar en el mismo contexto la figura del monarca. En conclusión, el rey era, en última instancia, el dispensador de justicia. En este contexto se plantea la pregunta: ¿quién era entonces el virrey?

				El origen de la institución virreinal ha sido el núcleo de una serie de controversias entre los historiadores. Para muchos, la figura se legitimaba en el desarrollo histórico del instituto del procónsul romano,[52] o del lugarteniente,[53] bajo el principio de ausencia del rey.[54] En esta situación se encuentran los casos históricos en que se calificó con el término de virrey al gobernador de Navarra en la Edad Media, o cuando en la Corona de Aragón se le designó, durante la misma época, como locum tenens o lugarteniente general del rey, entre otros más. Este lugarteniente era nombrado para ocupar el lugar del rey con la finalidad de establecer un régimen que permitiera la normal actuación de éste. Es evidente que esas denominaciones respondieron a un tiempo y espacios determinados, por lo que resulta arbitrario pretender identificarlas como antecedentes de la institución virreinal en Nueva España, debido a que en este último caso fue necesario adaptarse a una circunstancia totalmente nueva y en constante mutación. Al margen de todo esto, es interesante observar en qué sentido se otorgaron plenamente la delegación de poder y las facultades del monarca al primer virrey nombrado en Nueva España, en la provisión del 17 de abril de 1535, la cual fue dictada en Barcelona por Carlos I de España y V de Alemania:

				[…] por cuanto nos, viendo cumplidero a nuestro servicio, bien y ennoblecimiento de la Provincia de la Nueva España y provincias de ella, habemos acordado de nombrar persona que en nuestro nombre y como nuestro visorrey la gobierne, y haga e provea todas las cosas concernientes al servicio de Dios Nuestro Señor y aumentos de nuestra santa fe católica[…] Y asimismo haga y provea las cosas que convengan a la sustentación y perpetuidad, población y ennoblecimiento de la dicha Nueva España y sus provincias, por ende confiando a vos don Antonio de Mendoza […] que usareis del dicho cargo de nuestro visorrey gobernador de ella con aquella prudencia y fidelidad que de vos confiamos por la presente vos nombramos visorrey y gobernador de la dicha Nueva España […] y como tal nuestro visorrey y gobernador proveáis así en lo que toca a la instrucción y conversión de los dichos indios a nuestra santa fe católica, como a la perpetuidad, doblamiento y ennoblecimiento de la dicha tierra y sus provincias y lo que vieres que conviene, […] mandamos al presidente y oidores [...] capitán general […] y vos dejen y consientan libremente usar y ejercer los dichos oficios por el tiempo […] en todas aquellas cosas y cada una de ellas que entendáis que a nuestro servicio y buena gobernación, perpetuidad, y ennoblecimiento de la dicha tierra […] y vos damos poder y facultad para los usar y ejercer caso que por ellos o por algunos de ellos a ellos no seáis […][55]

				Gracias a esta documentación es posible saber que al virrey se le concibió como un alter ego: “gobernar, proveer y todo lo necesario en nuestro nombre y como nuestro virrey”.[56] Si esto fue así, entonces la figura del rey como todo príncipe, según el espíritu del derecho de la sociedad de aquellos tiempos, le brindaba una gran importancia a la institución virreinal en los territorios de ultramar. El virrey, como máximo representante de la autoridad del rey, respondió a la concepción de la monarquía, en la que el principio rector era el “orden de justicia”, concretamente, el “buen gobierno”: dar a cada cual lo suyo y proteger y amparar al débil frente al fuerte, salvaguardando el “ordo” preconstituido, pero solucionando los “casos” conforme a su naturaleza y realidad. Y fue justamente esta concepción la que permitió a los primeros virreyes definir por sí mismos sus acciones jurídicas a través de la interpretación de la realidad y de los diálogos con los iura propria de las sociedades preexistentes a la conquista. Es claro que el virrey en nada se igualaba al rey, pero ante las condiciones descritas, era lógico que, en los primeros años de establecida la institución, gozara de una gran autonomía para actuar como juez y garante del territorio lejano, en espacio y tiempo, de la corte española.

				Las funciones del virrey fueron en un principio tan extensas como las de un rey, aunque limitadas por éste y, tal como se verá en los apartados siguientes, estuvieron delineadas por instrucciones específicas que se emitieron a lo largo de todo el periodo colonial, ya para acotar el poder, ya para solucionar conflictos tanto de orden organizativo como de principios.

				1.3. ALCANCES DE LA AUTORIDAD VIRREINAL

				Los actos o hechos se consideraron generadores de derecho y cobraron gran relevancia en el momento en que las fuentes de la legislación[57] fueron plurales. Esto significa que los organismos centrales, como el rey y el Consejo de Indias, las generaban; luego pasaban a las Audiencias y al virrey en un primer nivel regional y, finalmente, éstos las transmitían a los cabildos de españoles y de indios en un plano local. Además de estas fuentes, definidas a partir de una jurisdicción territorial, figuraron otras que dieron origen a un derecho basado en la calidad y pertenencia a un grupo, tal como fueron las huestes armadas y las diversas corporaciones existentes, entre las que se encontró, por ejemplo, la Iglesia. Dentro de la pluralidad descrita, no se pueden dejar de lado los ordenamientos construidos alrededor de la institución virreinal, cuya expresión eran los mandamientos cotidianos que fueron conformando la autoridad del virrey en el territorio novohispano. De ahí que este estudio se concentre en un sistema que comprendía una vasta gama de fuentes de derecho, formales y materiales, que eran respetadas por aquellas autoridades que las aplicaban. Así, lo que a la larga se llamó “derecho indiano” estaba integrado realmente por un abanico plural de normas jurídicas —Reales Cédulas, Provisiones, Instrucciones, Ordenanzas, Pragmáticas, entre otras—, dictadas por diversas autoridades, por lo cual adquirieron el carácter de un ordenamiento casuístico y particularista.

				Sin lugar a dudas, persistieron normas que contaban con un carácter “general” y que dictaban las líneas de principios para su aplicación, pero que al mismo tiempo dejaban a las varias instituciones el discernimiento, juicio y prudencia para cada caso, lo que constituía una fuente efectiva de producción del derecho. Ante situaciones concretas que generaran o pudieran dar lugar a conflictos, se prescribieron resoluciones que adquirieron el valor de ley en la práctica consuetudinaria,[58] siempre y cuando no se contrapusieran con la ley general. Tanto en América como en Europa se fue construyendo, de este modo, un derecho consuetudinario que obraba donde no existía norma previa o “ley”, en el sentido estricto atribuido por el sistema de derecho legalista contemporáneo.

				Las actividades de gobierno, administrativas y jurisdiccionales, estuvieron comprendidas, de manera explícita, entre las funciones ordinarias del virrey. Esto implicó atender a los diversos grupos de la sociedad en áreas disímbolas que, para lograr la eficiencia del buen gobierno, lo obligaban a demandar funciones varias a las diferentes autoridades subalternas.

				La relevancia de los actos del virrey se fundó, en primer lugar, en el concepto mismo de gobierno que sustentaron los primeros virreyes, todavía imbuidos en un espíritu bajo-medieval o pre-moderno que se encontraba en tensión con la tendencia moderna de organización y concentración del poder político. En particular, el virreinato de Antonio de Mendoza marcó un parteaguas entre el gobierno de la metrópoli y el de la Nueva España, debido a que eran escenarios con realidades diferentes y, por tanto, expresaban un diferente “ordo”:

				S. M. aprieta mucho las cosas de esta tierra y muy de golpe […] Provee S. M. a mí y a otros como yo por virreyes y gobernadores, siendo nuevos en los cargos y no teniendo experiencia; envía oidores que allá no se proveerán por alcaldes mayores, y fieles un mundo nuevo sin ninguna orden ni razón ni cosa que parezca a lo de allá; ¿qué espera S.M. que ha de suceder a dos mil leguas de donde están sino dar con todo en el suelo ya que se acabe haciendo experiencia antes que lo entienda?[59]

				La idea anterior, extraída de un documento de 1550, ya había sido sostenida por un escritor novohispano que, en un elogio a la labor gubernativa del virrey Mendoza, afirmaba en 1547: “los de allá entenderán mejor los negocios de allá porque los tratan y así los [h]arán y los negocios de acá no los [h]arán porque no les entenderán ni a ellos ni a la tierra, ni a la gente porque el de acá es otro lenguaje y a menester entendello y sabello.”[60]

				Comentarios semejantes a éste se pueden encontrar en otros textos que se redactaron a lo largo del siglo XVI, lo cual devela que, en aquel entonces, ya estaba bastante extendida la idea respecto a que para gobernar con prudencia y justicia, era necesario conocer bien la realidad —expresión de los iura propria— con el fin de poder plasmarla y hacerla dialogar con la regulación general. El mismo Alonso de Zurita, en su Breve y sumaria relación de los señores de la Nueva España, producto de su experiencia como oidor y enmarcada en la visión jurídica de la época, subrayó la dificultad en la gobernación y costumbre de los naturales para dar regla general “porque casi en cada provincia hay diferencia en todo…”.[61] A la larga, la percepción que los residentes de la Nueva España se formularon acerca de cómo gobernar se redujo a la aplicación de normas que permitieran un buen gobierno, y que apuntaron a resolver cada caso de acuerdo con las circunstancias concretas. La ley omnicomprensiva tuvo entonces una función diferente a la que se le atribuye hoy en día, ya que era más bien una directriz de principios, tal como se puede desprender de la siguiente cita: “[…] he hecho ordenanza sobre el vino y venta de negros […] concerniente al buen gobierno de esta república. V.S. las verá y mandará guardar las que le pareciere que conviene, porque el tiempo y la variedad de las cosas hace que sea necesario cada dia quitar y añadir en ellas.”[62]

				Si bien esta afirmación, procedente de una ordenanza expedida por el virrey, puede llevar a suponer, a primera vista, menor fuerza respecto de las leyes y provisiones dadas por el rey, cuando se revisan las provisiones dictadas por este mismo se advierte que no fue así, pues estuvo de acuerdo en que era necesario actuar conforme a las exigencias de la realidad. Un buen ejemplo de esta postura lo ofrece la siguiente cita:

				[…] deseamos (dice el rey) acertar en lo más sano […] y por estar tan lejos y ser las cosas de dicha provincia tan diferentes de estos reinos […] yo os mando […] que proveáis todo lo que de presente o adelante se ofreciere o acaeciere aquello que viéreis que más conviene para dichos fines y efectos, sin embargo de cualquier provisiones o instrucciones que por nosotros están dadas.[63]

				Este tipo de derogaciones derivaron del principio del buen gobierno, que se asentaba en el orden inmanente de la naturaleza de las cosas, que no puede ser trastornado, y que era, por lo tanto, perfectamente legítimo. La importancia del buen gobierno residió en el orden local, para el que se creaba y aplicaba la norma. De aquí surge la necesidad de analizar en este estudio los actos cotidianos del gobierno del virrey.

				1.4. EL TERRITORIO[64]

				Hasta este momento, se ha hecho referencia a los elementos que conformaban el orden jurídico y a sus creadores, el rey —y en su representación, el virrey—, con el propósito de explicar la forma de la autoridad más frecuente y más propia: los mandamientos. Sin embargo, hay otro aspecto que es necesario incluir y que se refiere al ámbito en donde se construyó la autoridad, esto es, el territorio. La noción del derecho territorial en la Edad Moderna comenzó a perfilarse desde la época medieval.[65] Cuando se hace referencia al proceso de cambio que experimentó este concepto, se alude al fenómeno que lo caracterizó, conocido como “reicentrismo”, y que tendió a trasladar el objeto de atención del individuo a las cosas, por lo que se convirtieron en protagonistas del devenir jurídico. Durante el periodo que nos ocupa, la experiencia jurídica se expresó en tres factores fundamentales: la tierra, la sangre y el tiempo.[66] En particular, en las siguientes líneas se ahondará en el primero, al haber sido decisivo en la construcción de la autoridad virreinal. A la tierra se le percibió como un elemento productor por excelencia, como ámbito institucional que condicionaba la vida del individuo.[67] Así, la tierra se perfiló, no meramente en un sentido geográfico sino también político,[68] como expresión de una comunidad dotada de cierta personalidad. La tierra otorgaba pertenencia al hombre que allí nacía, lo hacía natural de ella y, por lo tanto, miembro de la comunidad.[69] La relación que el príncipe establecía con ella lo convertía, en su sentido pleno, en el rector del orden en la tierra como comunidad política —cabe advertir que este estudio no se extiende en el desarrollo histórico[70] de los principios que la rigieron y que se dieron a lo largo de los siglos alrededor del instituto real.
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